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Esperemos que este asunto sea solventado por parte de los Servicios Jurídicos y sobre todo se agilice el tramite de 
reconocimiento y abono de las prestaciones.

Igualmente, creemos, que es urgente mejorar e incrementar los canales de comunicación y orientación de 
los ciudadanos para informarse del estado de sus expedientes en las distintas Delegaciones provinciales de la 
Consejería de Igualdad y Bienestar Social y dotar de medios personales y técnicos a las Delegaciones territoriales y 
a los Servicios Sociales para resolver las solicitudes de estas prestaciones en plazo.

Los Servicios Sociales se encuentran colapsados para tramitar las ayudas y subvenciones y poder informar y 
atender a las personas que acuden solicitándolas ante la falta de ingresos y la necesidad de abonar los gastos de luz, 
agua y alimentación para sus hijos.

“He pedido cita en el mes de Abril para solicitar la Renta Mínima de Inserción Social, me han citado para el 15 de 
agosto (cuatro meses después) por existir mucha demanda. ¿De qué voy a vivir hasta entonces, y más cuando me 
dicen que tardarán ademas en tramitarlo 4 ó 5 meses?”

“Llevo desde enero intentando coger cita con la asistenta social del distrito XXX, la cual solo da citas cada 15 días y 
hay que irse a las 4 ó 5 de la mañana para poder coger cita porque dan solo entre 25 y 40 números, deberían poner 
una solución cuando el distrito que tiene menos días es al menos uno a la semana y hay distritos que los dan todas 
las semanas de lunes a jueves. ¿Porque hay menos citas en algunos distritos y en otros tantas? Por cierto yo no puedo 
ir a esa hora porque tengo artritis y no puedo estar ni tanto tiempo en pie ni pasar mucho frio”.

El Defensor, en las reuniones que mantenemos con los Servicios Sociales resalta la importancia de estos como 
primer punto de encuentro con los ciudadanos.

3.4.6 Dependencia y Mayores
Se mantiene el índice elevado de consultas sobre esta materia, y las críticas ante los grandes retrasos en dar 

efectividad al derecho de las personas que solicitan el reconocimiento de su situación de dependencia.

Las familias siguen acudiendo porque se tarda en valorar o en revisar el grado de los dependientes y sobre todo 
porque, una vez valorados, la prestación no se concede.

El plazo que marca la normativa en materia de dependencia (Ley 39/2006) para la resolución de estos expedientes 
es de seis meses, desde la fecha de la solicitud. En este plazo se debe determinar el grado de dependencia en 
que se valora su situación, así como la prestación que se le reconoce a fin de obtener un apoyo público para sus 
limitaciones.

Desgraciadamente nos llegan noticias tanto de los afectados, como de los propios trabajadores de la Agencia de 
la Dependencia ya que las valoraciones se encuentran paralizadas debido a la falta o a la insuficiencia de 
personal técnico que las gestione. Los trabajadores y trabajadoras nos plantean en nuestras visitas la insuficiencia 
de personal, no se cubren las bajas por enfermedad o por maternidad de los trabajadores, los programas individuales 
de atención elaborados por los Servicios Sociales recogiendo la modalidad de intervención más adecuada, se quedan 
en las Delegaciones Territoriales sin darles curso por falta de plaza o financiación. Nos trasmiten la insuficiencia 
de plazas residenciales y el drama que supone que los familiares le trasmitan el fallecimiento del dependiente sin 
habérsele otorgado prestación alguna.

En nuestra visita a Loja una madre, acompañada de su hijo, nos cuenta que tanto su padre como su marido están 
sufriendo las consecuencias del retraso en la valoración de la dependencia. Llevan 20 meses de espera y no 
pueden recibir la prestación que les correspondería al estar pendiente la elaboración del PIA. Están abonando 1.500 
euros a una residencia privada por su marido y su padre esta siendo atendido por ella en su casa. Y, con lágrimas en 
los ojos nos dice que ya no le quedan más ahorros en el Banco y no sabe qué va a hacer. Su marido sólo gana 900 
euros al mes y ella no puede trabajar porque esta cuidando a su padre.
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En otra visita nos hicieron llegar un caso realmente grave: La hermana y tutora nos traslada el problema de 
la demora en la resolución del programa individual de atención de su hermano, judicialmente incapacitado y 
reconocido como dependiente severo (Grado II). El PIA del dependiente se encuentra pendiente de validación 
desde noviembre del pasado año 2017, precisando una plaza concertada en un Centro residencial acorde con 
su perfil, al padecer una esquizofrenia paranoide. La situación familiar del afectado es muy delicada ya que, 
a pesar de ser su tutora su propia hermana, vive en el domicilio de su madre, ya octogenaria, a la que con su 
comportamiento agresivo pone en situación de riesgo. La promotora de la queja pide que se agilice la asignación 
de plaza residencial, para cuyo internamiento ya ha obtenido la autorización judicial y alerta sobre los peligros 
de la tardanza.

Una madre nos informa que su hijo de 44 años, con discapacidad, se encuentra actualmente en una residencia de 
Córdoba. La madre tiene reconocido un grado de discapacidad del 84% y por problemas de salud se ve incapaz de 
viajar y visitar a su hijo, por lo que solicita ayuda para trasladarlo a una residencia en Granada, dado que desde la 
Administración le dicen que no hay plazas. La cuidadora de la madre nos dice la tristeza que le produce no ver a su 
hijo al no poder desplazarse.

La tardanza de la Administración en darnos una respuesta a nuestras peticiones de informes y reiteros llega a 
veces a sobrepasar los seis meses, limitándose en ocasiones a constatar el retraso en los trámites. Los ciudadanos 
nos reclaman que seamos más ágiles, demandando una posición más activa de nuestra Institución para exigir a la 
Administración que se les conceda lo que en derecho les corresponde.

Igualmente nos demandan mayor transparencia con respecto a la asignación de plazas en las residencias y 
a conocer el número de las actualmente vacantes en Andalucía.

Es de señalar el trabajo y buen hacer de las Asociaciones de Familiares de Enfermos de Alzheimer, 
que vienen a suplir la falta de plazas y de atención a estos enfermos que necesitan tanta dedicación. Son 
constantes las reuniones que mantenemos en nuestros desplazamientos donde nos trasladan sus proyectos y 
sus preocupaciones, así como la falta de plazas concertadas para poder atender al gran número de personas que 
sufren esta enfermedad.

Con respecto a la situación de las personas mayores son muchos los aspectos que nos preocupan: la falta de 
transporte público en las comarcas y la dificultad para desplazarse a realizar tramites administrativos o sanitarios; 
las dificultades de acceso a los medios de transporte; Desde Baeza nos solicitaron un estudio real de las personas 
mayores que viven solas, con el objetivo de valorar su situación y ofrecer los recursos existentes en base a su 
situación.

4. Quejas no admitidas y sus causas

4.3 De las quejas rechazadas y sus causas
...

-	 No irregularidad: En este supuesto se incluyen aquellas quejas en las que, tras un análisis preliminar de 
admisibilidad, no pueden apreciarse indicios de lesión o puesta en peligro de los derechos y libertades de los 
ciudadanos como consecuencia del funcionamiento de las Administraciones Públicas u otras entidades sujetas 
a la supervisión del Defensor del Pueblo Andaluz.

	 Entre los casos en que ha tenido que apreciarse esta causa de inadmisión encontramos supuestos de denegación 
de la Renta Mínima de Inserción conforme a Derecho, en el ámbito de los servicios sociales; o en materia 
de salud, algunas quejas relacionadas con la prestación farmacéutica, como aquéllas en que los ciudadanos 
solicitan acceso a medicamentos cuya comercialización no ha sido todavía autorizada.
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